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Introducción

En la actualidad, informes, búsquedas bibliográficas y datos 
identifican el suceso del desplazamiento forzado en el país para las 
mujeres; denotan sus causas y consecuencias en las diferentes regio-
nes de Colombia.  Sin embargo, no evidencian cómo se asumirán los 
nuevos retos del Gobierno Nacional, en especial, incorporar una aten-
ción integral a las personas sujetos de reparación, entre las que se en-
cuentran las mujeres cabeza de familia. Además, los modelos de ges-
tión para la recuperación agrícola de los sectores que están sujetos a 
los planes dentro del posacuerdo.

De acuerdo con lo anterior, una de las inquietudes en la actuali-
dad es la implementación de modelos de desarrollo económico rural 
en espacios afectados directamente por el conflicto armado. Son gru-
pos sociales impactados, considerados de alta vulnerabilidad (al igual 
que sus territorios) con necesidades de reactivación de manera urgen-
te.

El establecimiento de dicho modelo como un proceso sosteni-
ble agrícola permitirá instaurar la apertura de mercados y su fortale-
cimiento; asimismo, aporta al cubrimiento de las necesidades básicas 
y al desarrollo del proceso comercial que impactará las dimensiones 
integrales desde el contexto social. Además, mejora la calidad de vida 
y vincula a grupos sociales como madres cabeza de familia desde su 
desarrollo integral y ciudadano.
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La atención a víctimas se ha convertido en el derrotero de un 
país que acaba de realizar acciones tendientes a enmendar el conflic-
to armado en Colombia. El Gobierno Nacional cuenta con estrategias 
desde sus diferentes ministerios y entidades. Sin embrago, la desarti-
culación de estas, la no presentación de propuestas claras, y las bre-
chas económicas y sociales en aumento, presentan una oportunidad 
de aportar un modelo que tenga en cuenta los diferentes sectores que 
refuerce el campo y su resurgimiento.

A pesar de que la población en Colombia ha crecido de forma 
significativa, la cantidad rural no lo hace en igual proporción, al contra-
rio disminuye considerablemente.  Baribbi y Spijkers (2011), dice que 
existe un cambio en la relación entre productor y consumidor; 50 años 
atrás era de dos (2) a uno (1), en la actualidad es de uno (1) a seis (6). 
Ahora bien, para el 2030 pronostican una relación de uno (1) a diez 
(10). Esta es una de las razones por las cuales es indispensable generar 
alternativas para que las personas tengan oportunidades en el campo 
y se puedan dedicar a actividades agrarias, garantizando el desarrollo 
de sus regiones.

La pretensión misma es establecer una atención psicosocial a 
mujeres víctimas del conflicto como líderes de un proceso de reestruc-
turación agrícola, a partir de la atención de diferentes aspectos como 
el social, educativo y económico. La revisión de los modelos, la articu-
lación con las estrategias y la presentación de una propuesta se esta-
blece como el punto de partida para la realización de la investigación 
y la presentación de la misma, como un proyecto proyectivo.
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Capítulo 1 

Encuadre de la problemática

Planteamiento del problema

Como parte central del problema se cuenta con la situación del agro 
dentro del contexto colombiano en el marco del posconflicto. No es 
información ajena la situación socioeconómica del sector: la sobreex-
plotación de los recursos naturales, la falta de infraestructura, la poca 
inversión, el poco acceso a la educación superior y educación para el 
trabajo. Estas son situaciones que conllevaron a grandes pérdidas por 
parte de los actores del conflicto. 

Ahora bien, bajo las dinámicas gubernamentales se tienen dis-
puestos planes y programas que tienen como finalidad aportar estra-
tegias para el retorno de las poblaciones vinculadas al desplazamiento 
forzoso que ha durado más de 50 años en Colombia. El Gobierno Na-
cional implementó diferentes estrategias enmarcadas en un periodo 
de transición política para cumplir sus metas y así dar fin al conflicto 
armado en el territorio nacional y por ende no permitir la repetición 
de este. 

Como parte del plan de reincorporación de las personas (en ca-
lidad de victimas) a sus tierras, con el retorno y la incentivación a la 
permanencia en las tierras, se cuenta con programas de desarrollo con 
enfoque territorial. Estos consisten en “implementar planes nacionales 
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con mayor celeridad en las regiones más afectadas por el posconflicto 
con mayor pobreza menos institucionalidad y la presencia de econo-
mías ilegales, con la activa participación de las comunidades” (Reforma 
Rural Integral, 2014, punto 14) la cual enmarca la política y las estrate-
gias a desarrollar según las regiones.

En el año 2011 la Ley 1448, contempló uno de los derechos fun-
damentales para las personas víctimas del conflicto armado, como es 
el retornar a su lugar de origen o reubicarse en un espacio geográfico 
con condiciones de seguridad. Esta medida fue tomada antes del ini-
cio de los diálogos de paz, demostrando la necesidad del Estado en 
asegurar que las personas en condición de victimización cuenten con 
las garantías necesarias para la permanencia en el territorio.

Bajo el panorama político durante el mandato del expresidente 
Juan Manuel Santos, el plan de desarrollo “Todos por un nuevo país 
2014-2018” basó su ejecución en diferentes pilares. Dentro de estos se 
encuentra la paz (una Colombia en paz), equidad (Colombia equitativa 
y sin pobreza extrema) y educación (Colombia la más educada).  Al 
mismo tiempo, el Gobierno Nacional genera políticas como el CONPES 
3850 denominado Fondo Colombia en paz. De igual manera, estable-
ce estrategias como los programas especiales de desarrollo con enfo-
que territorial.

Ahora bien, para poder llevar a cabo estos planes es necesario 
un aumento de productividad con la reactivación del sector agro. Este 
requiere de grandes inversiones y, además, por lo general estas pobla-
ciones o lugares se encuentran en abandono y desinstitucionalizados 
para su reactivación. De igual manera, los acuerdos de paz trajeron 
consigo planteamientos en el sector agrícola, basados no solo en que 
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Colombia ha sido catalogada como uno de los países Latinoamerica-
nos con mayor potencial para la producción en este sector, al igual que 
Brasil, Argentina y México.  En contraste con estos países, son innega-
bles las grandes pérdidas en el sector suscitadas a partir del conflicto. 
En la actualidad, en el sector la recuperación agrícola se podría deter-
minar a partir de contar con aspectos como los establecidos en la Re-
forma Integral Rural (2014), a continuación:

•	 Reparto de tierras con todo lo que conlleva: la mano de obra, las 
técnicas y la infraestructura para la producción.

•	 Tecnificación del sector agro para la productividad, con el mejo-
ramiento de los procesos de cultivo, recolección y cosecha.

•	 Erradicación de cultivos ilícitos: el reemplazo de este tipo de cul-
tivos por otros de tipo innovador que genere ingresos a la co-
munidad.

•	 Incentivación a emprendimiento agrícola: el apoyo al sector in-
fluiría notoriamente en la exportación o con la simple produc-
ción para la misma población colombiana.

Para la aplicación de estas estrategias y la incentivación al segui-
miento, desde la oficina del Alto Comisionado para la Paz en la Refor-
ma Rural Integral se planea el Acuerdo “Política de desarrollo agrario 
integral”. En su página web (funcionpublica.gov.co) desde el año 2016 
describe:

Este acuerdo donde se sientan las bases para la transforma-
ción del campo y crea las condiciones de bienestar y buen 
vivir para la población rural. Busca la erradicación de la po-
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breza rural extrema y la disminución en un 50 % de la pobre-
za en el campo en un plazo de 10 años, la promoción de la 
igualdad, el cierre de la brecha entre el campo y la ciudad, 
la reactivación del campo y, en especial, el desarrollo de la 
agricultura campesina, familiar y comunitaria. (Procesos de 
Paz y el Sector de Educación, 2015)

Por otra parte,  durante su presentación en los foros realizados a 
nivel nacional (en 2016) el Ministerio de Agricultura resaltó la impor-
tancia de diversificar la producción, generar valor agregado, insertar 
los productos en los mercados y fortalecer las instituciones para pro-
mover la agroindustria y tecnificar el campo.  En este sentido, la mirada 
del Gobierno se centra en la reactivación del campo, con una mirada 
hacia la incentivación de la participación de las comunidades.

Como se visualiza en la figura 1, el sistema de la Red Nacional de 
Información (RNI) reporta a víctimas del conflicto a nivel nacional y 
en los diferentes territorios. Como parte de su clasificación identifican 
personas reportadas como declaradas ante los diferentes organismos 
gubernamentales. 
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Figura 1. Víctimas en situación de desplazamiento 

Fuente: RNI, 2018.

A partir de estas estadísticas se destacan los datos otorgados en-
tre los hechos de ocurrencia reportados frente a la declaración de estos 
por parte de las víctimas. En este sentido, el departamento del Tolima 
se encuentra en la media nacional, teniendo en cuenta que se tomaron 
17 departamentos de los 32 existentes (Figura 2). 

Tabla 1. Víctimas a nivel nación versus Tolima 

Territorio Víctimas reportadas Victimas declaradas
Nacional 8.016.635 7.997.404
Cundinamarca 316.565 185.730

Fuente: Elaboración propia.
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Como parte de la información se debe recalcar que “el reporte 
muestra el número de víctimas por año. La suma de los valores de la 
tabla no refleja el total de víctimas únicas debido a que una perso-
na puede haber reportado hechos en varios años” (Reporte de la Red 
Nacional de Información, 2018). Para efectos de la presente investiga-
ción, en el municipio de Cunday, Tolima fueron reportadas un total de 
206.089 personas en condición de desplazamiento, desde antes del 
año 1985. Lo anterior se evidencia en la tabla 2.

Tabla 2. Víctimas del Tolima hecho ocurrencia versus declaración

Departamento Hecho 

ocurrencia    

Hecho 

declaración  
Tolima 331.670 206.089

Fuente: Elaboración propia.

Tabla 3. Hecho victimizante 2018 

Hecho Eventos
Abandono de Tierras 9.474
Acto terrorista 104.122
Amenaza 425.134
Confinamiento 19.929
Desaparición forzada 182.134
Desplazamiento 8.251.314
Homicidio 1.087.378
Integridad sexual 28.369
Lesiones personales físicas 7.688
Lesiones personales psicológicas 465
Minas antipersonal 11.729
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Perdida de bienes muebles o inmuebles 123.745
Secuestro 38.294
Sin información 1.136
Tortura 10.967
Vinculación de niños y adolescentes 8.053
Total 10.309.931

Fuente: Elaboración propia.

En casi todo el oriente del Tolima se generó un proceso de des-
plazamiento de la población que habitaba esta zona. Como ejemplo 
de los diferentes actos violentos, en 1955 la zona urbana quedó sumer-
gida en cenizas a partir de la información de los participantes de esta 
guerra. Según historiadores, Cunday en el año 1955,  fue un campo 
de concentración donde llevaban a todos los prisioneros capturados 
en combate (Londoño, 1985), siendo parte de los inicios del conflicto 
armado y de los grupos al margen de la ley.

La tabla 3 (resultado del mismo sistema de reporte RNI) cuenta 
con la información de hecho del conflicto armado dentro de la zona. 
Por el conflicto dentro del territorio, algunos de ellos son dados por el 
descontento por la propiedad de la tierra que llevó a la generación de 
hechos de violencia dentro del territorio; en cambio, otros por el pro-
ceso de territorios destinados a cultivos ilícitos. Los dos (2) casos con-
taron con diferentes hechos, en las cifras de victimizante se observan 
el alto estado actual de esta, datos que son dados entre los últimos 15 
años.

Ahora bien, en el marco del conflicto armado, el desplazamiento 
forzoso armado para las mujeres (y sus familias) se dan como respuesta 
biológica a salvaguardar sus vidas y la de los menores. Así, generando 
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cambios culturales y representativos dentro de los territorios; buscan 
establecerse en asentamientos y oportunidades de desarrollo social y 
económico. En estos términos, la subsistencia es la prioridad.

Desde los años 1950 se han observado estos tipos de desplaza-
miento. Las razones del despojo de tierras obedecen a soberanía ali-
mentaria, la política y el territorio. Sin embargo, solo se comienza a 
evidenciar en los años 1980 y 1990 gracias a las comunicaciones en el 
marco de la relevancia de los derechos humanos, siendo las mujeres 
las mayores víctimas del conflicto (Birriel, 1988). Lastimosamente, no 
se le dio la importancia necesaria y, de una manera u otra, se volvieron 
invisibles tanto en cifras como en evidencias.

En la revisión documental realizada se logró evidenciar lo argu-
mentado con anterioridad: la inexistencia de cifras o datos estadísticos 
de la realidad en cuanto al desplazamiento por conflicto armado para 
mujeres en el territorio nacional, como en el departamento del Tolima. 
En gran parte, porque a las mujeres desplazadas no les gusta ser iden-
tificadas con denominaciones como cabeza de familia o viuda pues 
representa desprotección y debilidad en sus imaginarios culturales. 

Para atender estas situaciones, las mujeres se encuentran con un 
sistema de salud obsoleto y discriminatorio ante la demanda de sus 
necesidades. Los servicios de salud no son integrales, pues solo tien-
den a concentrarse en la función reproductiva de estas, sin tener en 
cuenta su salud sexual y, mucho menos, su salud mental y psicológica 
(Birriel, 1988). 

En este sentido, esta diferencia parte de la problemática que se 
presenta, en la no identificación y cifras totales con las que cuenta el 
Estado. En la investigación “Retornos de mujeres a zonas rurales” rea-
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lizada por Génica Mazzoldi e Irina Cuesta (2018), se encuentran cifras 
asociadas al desplazamiento femenino de 3.683.242 mujeres en total 
hasta el año 2017, representando más de la mitad de este fenómeno.  
De manera contraria, según la RNI a nivel nacional se encuentra por 
género (mujeres) 4.158.473 cifras tomadas del 2018, demostrando un 
aumento considerable entre los años de registro.

A esto se suma que pocos desplazados retornan a sus lugares de 
origen una vez que el conflicto ha terminado. La Agencia de la Organi-
zación de las Naciones Unidas (ONU) para refugiados estima que sólo 
el 3,2% de los desplazados retorna. Una encuesta reciente de despla-
zados de Colombia revela que 20% de ellos están dispuestos a regresar 
a su sitio de origen (Acnur, 2018).

En este contexto, en el cual se nombra la situación de la pobla-
ción víctima, es necesario enfatizar la problemática a la cual se quiere 
llegar: la participación de las mujeres dentro de la reinserción a los te-
rritorios como Cunday, Tolima a través de las motivaciones con las que 
estas personas cuentan, posterior a los episodios. Retomar sus vidas a 
través de la atención psicosocial permitirá un restablecimiento de sus 
derechos y de la del territorio a través de la reactivación de la econo-
mía rural. En el municipio de Cunday se encuentran aproximadamente 
800 personas inscritas en el registro único de victimas (RUV) residentes 
en la zona urbana y rural del municipio. 

Tabla 4. Víctimas según el género (2011-2015) 

Año Hombres Mujeres
2011 47 34
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2012 99 115
2013 60 89
2014 47 43
2015 0 2

Fuente: Elaboración propia.

De acuerdo con estas cifras, el aumento de victimización (en re-
ferencia a la cantidad de hombres y mujeres) es más alto en los años 
2012 y 2013. Las mujeres son las más afectadas en el departamento. 
De igual manera, se tiene en cuenta que las cifras posteriores al año 
2015 no se visualizan dentro las reportadas como lo evidencia la tabla 
4 correspondiente al plan de desarrollo territorial Cunday 2016-2019  
ya que no se conocen.

Para el año 2015 la cantidad de familias en situación de despla-
zamiento en la población eran 212; en la actualidad no se conoce el 
dato estadístico, información dada dentro del mismo plan y suminis-
trada por Departamento de Prosperidad Social (DPS). Según este re-
porte, las causas indirectas del fenómeno hacia los habitantes son la 
restricción de movimiento dentro del propio territorio rural, las ame-
nazas de muerte; asimismo, el despojo y abandono de tierras viene 
aumentando la violencia en el sector.

Los datos demostrados a través de la investigación manifiestan 
los diferentes programas, políticas y leyes del gobierno que se estable-
cen para esta atención. Sin embargo, no se visualiza cómo se integran 
y proporcionan un trabajo mancomunado desde las diferentes áreas 
intersectoriales de cuidado a las víctimas. Lo anterior, más allá de una 
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atención laboral o de restitución en jurisprudencia que, en algunos ca-
sos, no permite a las mujeres madres cabeza de familia empoderarse 
de su situación social, económica, educativa, entre otras. De esta ma-
nera, a través de la productividad agrícola efectúan el sustento de sus 
familias y el desarrollo de alternativas que les ofrezca dicho fortaleci-
miento.
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Marco teórico

Reparación Integral

En el presente libro, la rehabilitación es abordada como concepto de 
reparación dentro de las comunidades afectadas por la violencia; así 
como componente de la reparación integral denominada como un de-
ber para el Estado y un derecho para las víctimas afectadas dentro del 
marco de Derecho Humanitario tras el conflicto interno. Las víctimas, 
quienes han sido parte de la población, se han visto afectadas de ma-
nera directa en las vidas, la integridad, el patrimonio, y sus proyectos 
de vida personales, familiares y profesionales (Unidad para Atención y 
Reparación Integral a las Victimas, 2019).

Reconocer el daño es el primer paso para la reconstrucción de te-
rritorios; permite garantizar sus derechos y el restablecimiento de los 
mismos de acuerdo con la misma Constitución colombiana y el goce 
efectivo de derechos. En este sentido, surgen cinco (5) medidas de 
atención con los que cuenta el programa de atención y reparación in-
tegral de víctimas, a saber: medidas de restauración, medidas de re-
habilitación, restitución, garantías de no repetición e indemnización 
administrativa.

Dentro de las medidas de rehabilitación se encuentra la Estrate-
gia Entrelazando (Sujetos de Reparación Colectiva) aliada de la unidad 
para las víctimas y el Programa de Atención Psicosocial y Salud Integral 
a Víctimas (PAPSIVI) del cual se encarga el Ministerio de Salud.
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Factores psicosociales

Probablemente en la actualidad existen diversas formas preva-
lentes de referirse al concepto de psicosocial entre ellos:

Aquellas condiciones que se encuentran presentes en una 
situación laboral y que están directamente relacionadas con 
la organización, el contenido del trabajo y la realización de la 
tarea, y que tienen capacidad para afectar tanto al bienestar 
o a la salud (física, psíquica o social). (Martín y Pérez, 1997)

La definición anterior denota los aspectos que acontecen no solo 
en el ámbito laboral, también impactan directamente a la comunidad 
en general. En el caso de víctimas del conflicto, se establece como una 
afectación emocional y psicológica que conduce a una situación de 
vulnerabilidad, durante y posterior al suceso. En sí, la definición más 
pertinente del aspecto psicosocial es el daño desde lo psicológico, so-
cial, económico y cultural. No solo afecta la vida en estas dimensiones 
de las víctimas, además, vulnera el sentido mismo de la dignidad hu-
mana.

A tener en cuenta este talante, en algunos espacios sociales se 
toma como un hecho puntual, más no como un proceso que pertur-
ba la situación posterior a la vivencia, impactando el desarrollo de los 
diferentes espacios en donde se requiere la resocialización o continua-
ción con las metas de vida las cuales demandan. Dicho de otra manera, 
la afectación para la generación de relaciones satisfactorias, basadas 
en la confianza que es el foco de la resocialización.
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Desde el nacimiento de la relación conceptual psicosocial-salud, 
de manera directa se ha relacionado con el estado o situación que pre-
sentan los humanos con dependencia de la carga laboral. Los factores 
psicosociales están segmentados en aspectos representados en la Fi-
gura 2, según el Ministerio de Salud y Protección Social en Colombia, 
el cual cuenta con un esquema PAPSIVI. Está orientado a la atención 
psicosocial desde la mirada de salud y la integralidad del individuo, o 
colectivos que requieran el servicio  (Ministerio de Salud y Proteccion 
Social , 2018).

Figura 2. Ruta de atención a víctima

Fuente: Ministerio de Salud y Protección Social, PAPSIVI, 2016.

Modelos de atención psicosocial para víctimas del 
conflicto armado
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Dentro de la atención realizada por la entidad se cuenta con 
cuatro (4) fases de desarrollo según el propio modelo: focalización y 
contacto, caracterización, atención y cierre; realizados a los diferentes 
grupos poblacionales. Sin embargo, la atención está orientada princi-
palmente al cuidado en salud mental física y emocional. Según Estra-
da, Ripoll y Núñez (2010):

El acontecer para niños o mujeres aparecen como diferen-
tes, estos requieren mayor reconocimiento y resolución en 
el plano familiar y socio comunitario, que faciliten dinamiza-
ciones en el plano individual, esto no parece resolverse con 
el diseño de intervenciones por grupos (sean estos catalo-
gados por edad o género), tendencia que se observa actual-
mente en el país. (p. 106)

La intervención psicosocial con fines de reparación a víctimas 
(y familias) afectadas por el conflicto armado interno en Colombia re-
quieren de equipos psicosociales en contextos jurídicos. En este sen-
tido, se manifiestan por las diferencias de las necesidades específicas 
de estas poblaciones, sus dificultades y el rol presente en la población 
a intervenir.

Ahora bien, las atenciones realizadas se establecen desde lo in-
dividual y lo colectivo. Asimismo, se atribuye especial reconocimiento 
del daño causado por el conflicto armado en cuanto a las medidas con 
las que se cuenta para potenciar y terminar con el estado de sufrimien-
to, sea de orden psicológico, social o económico.

Este modelo se puede determinar de alta pertinencia por el 
acompañamiento interdisciplinario con el que cuenta, sin embargo, en 
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la efectividad la falta de seguimiento a los resultados de atención es 
inexistente. Dicha aseveración ocurre desde la experticia profesional 
pues los resultados demostrados son de orden cuantitativo en aten-
ción (Figura 3). De igual manera, la articulación con el sector produc-
tivo en las personas atendidas, sea entendida como la capacidad de 
producir desde su mismo quehacer.

Figura 3. Unidad para la atención y reparación 
integral de víctimas

Fuente: Fundación Ideas para la Paz, 2016.
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De acuerdo con el trabajo desarrollado por la Fundación Ideas 
para la Paz, el acompañamiento realizado a víctimas del conflicto ar-
mado se compone de cuatro (4) grandes ejes, dentro de los cuales se 
encuentra dando inicio a la atención humanitaria, tratando de proveer 
la subsistencia en su estado mínimo, las necesidades básicas. Dicha 
atención “permite” superar la situación de vulnerabilidad, para generar 
medidas de reubicación y establecer medidas comunitarias, como lo 
expresan en sus disertaciones de restablecimiento de derechos, según 
la unidad de víctimas.

Enfoque basado en derechos

Los gobiernos tienen tres (3) niveles de obligación: respetar, pro-
teger y hacer cumplir cada derecho (Fondo de Población de Naciones 
Unidas, 2018). Esta atención se centra en grupos de población objeto 
de una mayor marginación, exclusión y discriminación; se basa en el 
respeto y se establece de obligatorio cumplimiento por parte de ONU. 
Así, desarrolla la capacidad de los garantes de derechos para cumplir 
con sus obligaciones; por otro, alienta a los titulares de derechos a ser 
reivindicados.

Dicho enfoque, aunque fue enunciado en el proceso de atención 
a población víctima en la restitución de victimas de Guatemala (1993). 
Como resultado a este intento de aplicación del enfoque, las negocia-
ciones realizadas entre el Gobierno y las comunidades no llevaron a la 
población a obtener impunidad en el proceso. 
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Enfoque basado en psicosocial

Basado en procesos de acompañamiento personal, familiar y co-
munitario para restablecer en las víctimas su integridad, fortalecer la 
identidad, reconstruir la dignidad, el tejido social, así como la repara-
ción de los derechos vulnerados. Como lo explica la corporación Navre 
(2018), la intención es disminuir el sufrimiento a través de la potencia-
ción y fortalecimiento del núcleo familiar.

Enfoque de acción sin daño

La obligación moral y reflexión continua sobre lo que se va a ha-
cer, sobre “lo actuado” en cuanto a sus principios, consecuencias e im-
pactos. La intención del enfoque es optimizar las capacidades locales, 
promover la autonomía y buscar que los recursos apoyen a las víctimas 
y no terminen apoyando la continuidad de la guerra o desarticulando 
las comunidades (Caritas Colombia, 2008).

Enfoque diferencial

Es un método de análisis que toma en cuenta las diversidades e 
inequidades existentes en la realidad, con el propósito de brindar una 
adecuada atención y protección de los derechos de la población. Em-
plea un análisis de la realidad que pretende hacer visibles las diferen-
tes formas de discriminación contra aquellas poblaciones considera-
das diferentes (Congreso de Colombia, 2011).

Este enfoque se fundamenta en las individualidades vinculadas 
en el proceso, como raza, sexo, género, discapacidad, indígenas, habi-
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tantes de calle, personas víctimas del conflicto, entre otras. Dentro las 
acciones propuestas por la alcaldía de Cunday para el plan de desarro-
llo 2016-2019, en su Programa de Desarrollo para la Paz, subprograma  
3: Abriendo mercados para los productos agrícolas; se coloca como 
meta realizar ocho (8)  alianzas y/o asociaciones productivas agrope-
cuarias. 

Además, el establecimiento de 100 pequeños productores 
agropecuarios beneficiados de apoyos para mejorar su pro-
ductividad y contar con ocho (8) emprendimientos empre-
sariales apoyados. Dentro del mismo plan se establece como 
estrategia que “permita proteger y garantizar la asistencia 
técnica, al igual que implementar programas de sensibiliza-
ción que permitan eliminar la discriminación contra la mu-
jer” (Alcaldía de Cunday, 2016, p. 44).

Factores asociativos

A partir de las reuniones de La Habana, Cuba, la unidad de atención 
de organizaciones solidarias estableció el Plan Nacional de Fomento a 
la Economía Solidaria y Cooperativa Rural (Planfes) 2017 – 2032. Di-
cho plan constituye las estrategias y el modelo de gestión propuesto. 
Según la Unidad Administrativa Especial de Organizaciones Solidarias 
(UAEOS) busca:

Estimular diferentes formas asociativas de trabajo de, o entre, 
pequeños y medianos productores y productoras, basadas en 
la solidaridad y la cooperación, que promuevan la autonomía 
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económica y la capacidad organizativa en especial de las muje-
res rurales, y que fortalezcan la capacidad de acceder a bienes 
y servicios, la comercialización de sus productos y en general 
a mejorar sus condiciones de vida, de trabajo y de producción. 
(2019)

Bajo esta premisa la articulación con el sector asociativo y solida-
rio es pertinente para la generación de la presente investigación. Den-
tro del Planfes, para la formulación del plan se realizó un diagnóstico 
de manera inicial, el resultado se puede evidenciar en la figura 4.

Figura 4. Problemáticas rurales según la UAEOS

Fuente: UAEOS, 2019
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De acuerdo con la propuesta de esta entidad y los hallazgos en-
contrados por parte de estos, se fundamenta la necesidad de realizar 
acciones conjuntas entre los diferentes entes. De igual manera este 
proceso es necesario articularlo con el sector salud, jurídico, empre-
sarial y educativo. Según la UAEOS, para llevar a cabo este plan y dar 
cambios significativos en la calidad de vida de las regiones y sus comu-
nidades víctimas se deben tener en cuenta seis (6) estrategias a consi-
derar para la ejecución del mismo.

Figura 5. Estrategias de la UAEOS para la consecución del Planfes

Fuente: UAEOS, 2018
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Por otro lado, la asociatividad como herramienta económica 
aporta a la fuerza en el desarrollo de los territorios del país. Permite 
el aumento de propuestas laborales dentro del territorio, así como la 
generación de alianzas estratégicas para las comunidades. De igual 
manera, se cuenta con los principios que dan línea para la atención a 
la comunidad víctima del conflicto armado y la aplicación del Planfes.

Figura 6. Principios UAEOS

Fuente: UAEOS, 2018.

De acuerdo con los principios  que se fundamentan en las victimas y 
establecen el actuar, estos dan oriente a realizar atención dentro de la 
comunidad.
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Factores de la asociatividad femenina

Las mujeres se caracterizan por tener altas responsabilidades de 
orden familiar, social y cultural; las asume de manera directa indepen-
dientemente de su estado o las dificultades que se presenten en el 
momento de acceder a trabajos dignos y con buena remuneración. 
En el caso colombiano existe una tasa más alta de educación que los 
hombres (ONU Mujeres, 2019). A pesar de ello enfrentan importantes 
dificultades en acceso al empleo, así como grandes diferencias salaria-
les. De igual manera se evidencia un alto porcentaje de desarrollo en 
el mercado informal.

En este punto la asociatividad toma una alta relevancia por sus 
características, como la incidencia de bienestar y sostenibilidad eco-
nómica a largo plazo, representado en ganancias para todos los miem-
bros. Facilita el resultado por la unión de esfuerzos, recurso humano, 
tecnologías y capacidades; asimismo, genera confianza, base funda-
mental de esta acción. Por ello, está presente en la mayoría de los pro-
yectos que en la actualidad se vienen gestando (tanto de orden na-
cional como internacional). En sí, es la mejor estrategia para abordar y 
competir en el mercado.

En este sentido, las asociaciones de mujeres cuentan con la ca-
racterística principal: el sustento de sus familias, además, como recur-
so principal. Por consiguiente, genera un compromiso social y emocio-
nal de aportar y generar subsistencia de dicha asociatividad. Entonces, 
como características de estos emprendimientos se puede nombrar el 
apoyo en la comercialización, custodia y complementariedad de los 
productos, por ende, fluyen y aumentan los clientes.

Sobre la evidencia de este proceso, Araujo Ochoa (2017) mani-
fiesta en su investigación que existen varias razones para que las mu-
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jeres se asocien. Por ejemplo, el apoyo mutuo, apoyo en las labores de 
sus hogares, aprendizaje en equipo, desarrollo de habilidades sociales; 
incluso en la generación de empatía ante las dificultades del diario. Es 
como un sistema de resiliencia y su característica fundamental es el 
poder de elección, participación y opinión, donde en otros ámbitos no 
son tenidas en cuenta. Pero no todo es positivo, las dificultades ante 
las fallas de comunicación, la diferencia de opiniones, las limitaciones 
en las ventas o en la comprensión del proceso son parte del proceso 
de acople continuo.

Emprendimiento

El concepto de emprendimiento está concebido dentro de la cultura 
empresarial como el acto de iniciar y continuar una idea para el desa-
rrollo laboral, social y económico. En este sentido, desde sus inicios la 
misma palabra provee de entendimiento, por un lado, a que el sujeto 
cuente con actitud positiva y las competencias que le permitan inno-
var o establecer cambios significativos en la idea que inicia. Por el otro, 
a los intercambios comerciales que se realizan a partir de esta.

De acuerdo con lo anterior, el emprendimiento generado en 
contextos económicos específicos permitirá desarrollar fomento y 
productividad; proporciona al hombre una capacidad de mejora en la 
calidad de vida y el crecimiento económico. Sin embargo, se debe ob-
servar no como un fin, en cambio, como un medio para el sector rural 
en la consecución de las matas a producir. 

A partir de lo anterior, dentro de las comunidades se desarro-
llan dinámicas que permiten establecer metas conjuntas integrando a 
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los diferentes actores, fortaleciendo sus capacidades y mejorando sus 
debilidades como comunidad. A nivel Colombia el emprendimiento 
es visto en algunas instancias como la habilidad con la que cuentan 
las personas para generar y explotar oportunidades laborales para sí 
mismo y para su contexto inmediato.

Esta oportunidad depende directamente del ser humano. Feld-
man y Bolino (2000) manifiestan que “el comportamiento planeado 
explicado por intensiones de iniciar y permanecer depende en gran 
medida de la voluntad” (Citado en López, Romero y Díaz, 2015, p. 383). 
En este caso, en la mayor medida, el emprendedor depende no solo 
de la fuerza de voluntad, sino del entorno económico regional y del 
contexto en el cual se desenvuelve, para lo cual el núcleo familiar re-
presenta la necesidad o la tradición.

Figura 7. Influencia del núcleo cercano del emprendedor

Fuente: Elaboración propia.
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Razones de las mujeres para emprender

En Colombia, según el informe de Global Entrepreneurship Mo-
nitor (GEM) (2017), la participación de las mujeres en los procesos de 
emprendimiento crece más rápido en Latinoamérica. Asimismo, las 
estadísticas manifiestan que la participación entre mujeres y hom-
bres es de manera proporcional. Dentro de las principales motivacio-
nes con las que cuentan las mujeres para emprender, se encuentra el 
sentimiento de desasosiego y frustración ante la situación laboral. En 
algunos de los casos lo representa la insatisfacción por el ingreso eco-
nómico, por la imposibilidad de avance en el escalafón de jerarquía o 
de puesto laboral.

Sin embargo, demuestran que las mujeres adoptan la oportu-
nidad de emprender por deseo de cambiar su situación financiera, de 
libertad de movilidad en tiempos y en toma de decisión de elección y 
de acción. Por ello, el autoempleo se visualiza como como una forma 
de rehusar la diferencia laboral.

     Emprendimientos asociativos

Bernardo Kliksberg (1999), habla de la importancia de crear nue-
vos espacios y de articulación de los actores de la sociedad civil con las 
políticas públicas para transformar democracias. Esto, a través de po-
tenciar las fortalezas generando un efecto multiplicador, incentivando 
aún más la concepción de la articulación entre los diferentes sectores.

Esta articulación se debe dar desde la misma comunidad, ha-
ciendo que estos sean actores y autores de sus decisiones, al crear 
proceso de trabajo en red colaborativo. Esta apreciación se basa en 
el potencial que representa la asociatividad o el establecimiento de 
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redes dentro de la comunidad; generan una fortaleza expositiva hacia 
la productividad. Así, da la posibilidad de apoyo en los conocimientos 
y saberes adecuados para llevarlas adelante con eficacia la gestión de 
la red en la producción agrícola.

A ejemplo de esto, la autogestión de las redes y la fuerza que 
da la asociatividad, el poder negociador con los proveedores, comer-
ciantes y compradores con la capacidad que se potencia a partir del 
trabajo conjunto. En este sentido, la rivalidad entre los competidores 
disminuye por cuanto el trabajo compartido permite a las comunida-
des establecer las pautas y normas para la venta de sus productos. Por 
otro lado, la amenaza de nuevos competidores disminuye ya que no 
cuenta con la fuerza asociativa.

Según lo anterior ¿qué es el “valor compartido”? Este reconoce 
que las necesidades sociales, y no solo las necesidades económicas 
convencionales, son las que definen los mercados económicos con-
vencionales, definen los mercados (Porter y Kramer, año). Los autores 
manifiestan que existen tres (3) formas clave en que las empresas pue-
den tener oportunidades para crear valor compartido, teniendo en 
cuenta lo evidenciado en el sistema financiero, es decir, que el capita-
lismo cada vez abre más las brechas sociales.

•	 Al re-concebir los productos y mercados, ya que en las nuevas 
dinámicas socioeconómicas se establecen necesidades de otro 
orden y mercados nacientes.
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•	 Al redefinir la productividad en la cadena de valor, entendiendo 
que la productividad se veía expuesta la interior de las compa-
ñías. En la actualidad la cadena de valor de producto se terceri-
za. Por un lado y por el otro es llamada a ser participativa y espe-
cializada; en sí, en cada uno aporta desde su propia experiencia 
y fortalece a través de la asociatividad.

•	 Al permitir el desarrollo de un clúster local, entendido como las 
industrias que, relacionadas y colaborando estratégicamente 
para obtener beneficios comunes, aportan al desarrollo de las 
comunidades pues su musculo productivo suma (como finan-
ciero).

El papel del emprendimiento cuenta con una gran relevancia para 
el género femenino; permite generar desarrollo económico y social. 
Sin embargo, se visualiza en diferentes territorios como este empren-
dimiento de subsistencia el cual se desarrollan por la necesidad sujeta 
a la manutención de las familias y desarrollos laborales que están entre 
el sector de servicios; además, en el ámbito doméstico con el cuidado 
de los menores o ventas informales.

Tras su artículo “Representaciones sociales sobre el significado de 
emprendimiento en mujeres y hombres rurales”, Quevedo, Izar y Romo 
(2010), citado por Moline y Karela (2017), manifestaron que dentro de 
las motivaciones para emprender entre mujeres y hombres se encuen-
tran aspectos como: “la audacia, pasión, intuición creatividad, empu-
je, persuasión, innovación, eficacia y definitivamente la capacidad de 
gestión” (p. 6). 
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De igual manera, aseveran que las mujeres emprendedoras cuen-
tan con un sentido profundo a mejorar la calidad de vida. El principal 
motivo de desarrollar su independencia y la realización profesional en 
algunos casos. Asimismo, a diferencia del género masculino la mujer 
en muy pocas ocasiones emprende solo pensando en la riqueza mo-
netaria. “El emprendimiento favorece a las mujeres en la construcción 
de nuevos papeles sociales, el reparto de funciones y poderes en las 
familias y sociedad rural” (Moline y Karela 2017).

Emprendimientos dinámicos

El documento “Serie Políticas Públicas y Transformación Produc-
tiva N° 16 / 2014” definen a estos como “iniciativas empresariales im-
pulsadas por equipos emprendedores que identifican una oportuni-
dad de negocio con alto potencial de crecimiento, a escala regional o 
global”. En la actualidad son considerados como la fuente de nuevo y 
mejor empleo por excelencia para el desarrollo social y económico de 
los contextos en el cual se implemente.

De esta manera, presenta como característica un crecimiento 
acelerado y sostenido, no necesariamente innovador. También cuen-
tan con un beneficio que se hace expansivo a las personas que par-
ticipan dentro de las propuestas; además, cuestiona los límites de lo 
posible en términos de productividad y de creación de valor. Vesga, 
Rodríguez, Schanarch y García (2015) en su documento de emprendi-
miento en crecimiento describe características dentro de las cuales se 
encuentran:
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•	 Involucra el uso de innovaciones en productos, procesos, tecno-
logías o modelos de negocio al articular su fuente fundamental 
de su ventaja competitiva (Blank & Dorf, 2012).

•	 Reta las condiciones vigentes y la sabiduría convencional. 
•	 Representa un reto ante la común forma de oponerse a las mis-

mas estructuras dispuestas en el sector.
•	 Representa nuevas formas de responder a las mismas necesida-

des del mercado.
•	 Soportan nuevas formas de dar empleo y gestar la productivi-

dad, es decir, la innovación en la forma de hacer negocios.

Dichas características generan en la comunidad la capacidad de 
mantenerse en el tiempo. Los autores en mención manifiestan que el 
éxito está enmarcado en aspectos tales como la potencialidad de la 
propuesta de valor, el perfil de capacidades del equipo emprendedor 
y la congruencia entre el equipo y el proyecto (Kantis, 2015).

Bajo estas características se determinan emprendimientos dinámi-
cos a las empresas que después de cinco (5) años han superado las 
dificultades con las que cuenta para convertirse en Mipymes competi-
tivas. De igual manera, se constituyen de gran importancia los factores 
que influyen dentro de esta dinámica visualizada en la figura 8.
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Figura 8. Factores que influyen en el sistema emprendedor

 

Fuente: Elaboración propia.

Ecosistemas emprendedores

Definido como el conjunto de actores participantes del ecosis-
tema emprendedor (visualizados en la figura 9); entrelazados y en tra-
bajo colaborativo pueden llegar a contribuir de distinta manera al sur-
gimiento y desarrollo de nuevos emprendedores y emprendimientos 
(Isenberg, 2011; Cihen, 2005; Kantis 2011).
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Figura 9. Factores que influyen en el ecosistema emprendedor 

Fuente: Elaboración propia.

La definición más cercana para el ecosistema emprendedor podría 
decirse que es aquel entorno socioeconómico que facilita el surgimien-
to de empresas y proyectos empresariales (Tic beat, 2018). Para ello 
se hace necesario el liderazgo concentrado y direccionado de manera 
propositiva, que incentive la creación del tejido empresarial. Por ende, 
el sistema emprendedor es una cadena donde cada eslabón permite 
dar continuidad al siguiente paso:

•	 Actores de la sociedad civil: las personas que cuentan con nexos 
de comercialización, divulgación y comunicación dentro del mismo 
sistema, como afuera de este. Se convierten en actores ya que de 
acuerdo con el relacionamiento depende su éxito.

•	 Marcos regulatorios e infraestructura: con la participación de los 
entes gubernamentales en la generación de leyes que promuevan y 
favorezcan los emprendimientos y generación de nuevos empleos.
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•	 Cultura: como la generación de riquezas a partir de los conoci-
mientos históricos y de costumbres en los territorios en los cuales 
está inmerso el ecosistema emprendedor.

•	 Sistemas educativos: orientados en dos (2) sentidos. Uno en la ca-
pacitación y/o fortalecimiento de las capacidades de la comunidad 
en donde se disponen el ecosistema. El segundo, con el aporte en 
investigación tecnológica e innovación para la aplicación dentro 
del sistema y la efectividad del mismo.

•	 Recurso humano: dentro del cual se compone el eje central del 
proceso como capital de desarrollo, fuerza motora, el que requiere 
de la capacitación y fortalecimiento.

•	 Proveedores: siendo los encargados de proporcionar bienes y ser-
vicios dentro de la cadena para así incentivar al abastecimiento de 
los insumos para el producto, mercado local y global.

•	 Financiamiento: siendo el área encargada del potencial de inver-
sión para la producción, con sistemas de créditos para los provee-
dores. De igual manera, se cuenta con agentes económicos siendo 
todo aquel que influye en la economía, sin importar su tamaño o 
capacidad de influencia. Puede ser un agente económico, una pe-
queña familia, pero así también una gran compañía.

•	 Políticas públicas: colocando el límite de precios, los intereses so-
bre el mercado financiero, los impuestos de diferente índole, los 
asuntos políticos de crecimiento y seguridad y las disposiciones 
que enmarcan el manejo laboral de las empresas (Melquisedec Lo-
zano, 2015).

En las economías desarrolladas, más de la mitad de las em-
presas dirigidas por mujeres se agrupan en torno a los ser-
vicios gubernamentales, de salud, educación y sociales. De 
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acuerdo al reportaje manifiesta que las mujeres están orien-
tadas hacia sectores que típicamente dependen del capital 
humano, posiblemente debido al atractivo emocional intrín-
secamente mayor de las mujeres (Women entrepreneure, 
2017).

Desarrollo local

Denominado así por la identificación de los potenciales económi-
cos y no económicos sociales, culturales, históricos institucionales que 
se identifican en el territorio y que permiten potenciar a las regiones. 
La identificación y definición es la que permite planear y ejecutar pro-
yectos para el desarrollo de la región, en busca de mejorar la calidad de 
vida de la comunidad y del territorio. De igual manera, permite superar 
las dificultades que se presentan en él, a partir del trabajo conjunto en-
tre los entes públicos y privados para superar las barreras socioeconó-
micas y fortalecer las comunidades volcándolas a desarrollarse como 
sustentables y sostenibles en el tiempo.

Por otra parte, en la reunión de expertos sobre uso de insumos so-
ciodemográficos para la gestión y el desarrollo local se manifestaron 
los objetivos para hacer de Latinoamérica un continente de progresos 
y desarrollos (CEPAL, CELADE y UNFPA, 2005). Dentro de los objetivos 
que se plantearon en esa ocasión (que no dista de lo actual) fueron:

Transformar sistemas productivos locales a través de la in-
novación, para el mejoramiento de la calidad de vida en las 
poblaciones, lo cual incentiva a la competitividad territorial, 
que conlleva a sistemas asociativos competitivos en las re-
giones, lo que llevará a consensos de coopetitividad y de 
consolidación de políticas públicas para un proyecto en co-
mún.
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Bajo estos objetivos se denominaría al desarrollo local como la 
capacidad con la que cuentan los territorios para el mejoramiento de 
la coopetitividad. Este término es acuñado por Diego Rodríguez clús-
ter manager, para designar al entrelazo que debe existir en los territo-
rios entre competitividad y cooperación para el desarrollo regional; lo 
que implica el mejoramiento continuo y sustentable de estos, con el 
sentido de fortalecer su crecimiento significativo (Cultura C, 2018).

Para llevar a cabo lo anterior, dentro de los territorios se hace ne-
cesario desarrollar y fortalecer tres (3) dimensiones (figura 10): prime-
ro, el desarrollo del sector económico sobre todo del sector primario o 
sector de producción (consiste en actividades encaminadas a sembré 
y cosecha, agricultura, minería, pastoreo, pesca y caza). Segundo, la di-
mensión social y cultural con nuevas formas de reorganización socia-
les que permitan la cultura destacar valores y arraigos ancestrales que 
aúnen al fortalecimiento de este. Tercero, la dimensión político-admi-
nistrativa, desde la incentivación a la participación ciudadana dentro 
de la toma de decisiones, vigilancia y control de los recursos de una 
manera efectiva.

Figura 10. Dimensiones para fortalecer en territorios

Fuente: elaboración propia.
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Ahora bien, al hablar de desarrollo local necesariamente debe 
también el pensarse en el desarrollo regional, por cuanto repercuten 
y generan una ola económica positiva, siendo economías de alto im-
pacto. La generación de empleo, el aumento en la productividad en 
la región a través de pequeñas empresas que para poder desarrollar 
actividades que fomenten la competitividad y cooperación entre las 
diferentes partes, es decir, coopetitivas. Así, deben fomentar la asocia-
tividad entre ellas; por otro lado, lograr la participación de los entes 
públicos y políticos que ayuden a fomentar el mercado.

Cadena de valor

La cadena de valor es considerada como una serie de activida-
des para que un servicio o producto transite a través de las diferentes 
etapas de producción, desde su concepción hasta la entrega a los con-
sumidores y la disposición final. Dicho trabajo se desarrolla por dis-
tintas empresas relacionadas con espacios de confianza y en distintos 
lugares, teniendo en cuenta que cada una de estas empresas agrega 
valor al proceso.

Esta cadena es diseñada y explicada por Michael Porter; quien 
las actividades de una empresa y visualizó al interior de esta en los 
procesos como el de producción, promoción, venta y distribución del 
producto. De igual manera, al llevar el modelo al contexto regional se 
implementa en el potencial de cada una de las empresas. En este sen-
tido, la cadena de valor se convierte en la fortaleza en donde cada uno 
de los eslabones aporta desde su quehacer y se le da al momento de 
integrar como un sistema de bienes o de servicios, desde la comercia-
lización de marketing o la misma producción.
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Para tal efecto es necesario contar con una decisión por parte 
de las personas involucradas en el proceso para la participación activa. 
Para ello, según la comisión de mujeres y desarrollo, en su guía meto-
dológica el proceso de empoderamiento de las mujeres manifiesta la 
necesidad de realizarse desde el nivel individual. Así, siendo la expe-
riencia que aporta cada uno de los integrantes para la adquisición de 
cuatro (4) componentes descritos en la figura 11, esto permitirá pasar 
un nivel colectivo.

Figura 11. Componentes de manejo de lo individual a lo colec-
tivo

Fuente: Elaboración propia.

•	 La autogestión: le permite al individuo partir del proceso de 
llevar las metas a buen término, fortaleciendo la toma de deci-
siones en el individuo a través de estrategias que esto le permite 
llevar a buen término la consecución del objeto a desarrollar. 
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•	 La autodeterminación: al igual que la anterior le permite al in-
dividuo enterarse de las causas y consecuencias de sus decisio-
nes lo cual lo lleva a elegir desde su análisis y bajo el reconoci-
miento y responsabilidad de sus avances.

•	 El autocontrol: el manejo de las emociones y de los pensamien-
tos con concreción de seguimiento a partir de lo desarrollado en 
trabajo individual para la convivencia en el contexto, esto per-
mite la buena gestión.

•	 El automejora: el reconocimiento de los fracasos como de las 
victorias permite al individuo observar y analizar las falencias 
como las fortalezas con las que cuenta y los cambios para el éxi-
to que debe incorporar en el proceso.

Clúster

En Colombia, a partir del año 2012 se da inicio a la implementación 
de estrategias regionales para la competitividad, en el marco de las 
rutas competitivas del Ministerio de Comercio Industria y Turismo y 
el fondo iNNpulsa Colombia. Su objetivo central fue transferir herra-
mientas y estrategias para la competitividad, llamados inicialmente 
“rutas competitivas” (Cámara de Comercio de Cartagena, 2018).

La Agencia de Desarrollo Económico del Principado de Asturias 
(2018) define al clúster como el conjunto de empresas que se interre-
lacionan compitiendo por el mismo negocio  (Cámara de Comercio de 
Medellín, 2018). En su página institucional determina para qué sirven 
al clúster, entre otros:
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•	 Entender un negocio, diseñar e implementar políticas de 
mejora de la competitividad regional.
•	 Facilitar el diálogo estratégico entre el sector productivo 
y el Gobierno.
•	 Focalizar los esfuerzos regionales en negocios e innova-
ción.
•	 Construir capacidades locales.
•	 Contribuir al mejoramiento del entorno de negocios.
•	 Identificar oportunidades de mercado.

Dentro del Octavo Encuentro del Congreso latinoamericano de 
Clúster (CLAC) en el 2015 se expuso, de acuerdo con la experiencia de 
los participantes, los que serían denominados “factores claves de éxito 
para las iniciativas Clúster” dentro de los cuales se encuentran:

•	 Definición del ámbito del clúster como el espacio inter-
cultural e industrial donde se potencian las experticias y forta-
lezas de cada uno de los sectores, identificando las empresas y 
entidades que forman parte de la cadena de valor del negocio 
(base de datos detallada de las empresas, facturación, empleo y 
exportaciones. Así, analizando los distintos segmentos que pue-
den detectarse en la potencial iniciativa clúster.
•	 Definición de las estrategias a futuro visualizando a corto 
plazo las diferentes herramientas técnicas sociales, económicas 
y culturales para el desarrollo de la región.
•	 Plan de acción como la carta de navegación para la conse-
cución de dichas herramientas.
•	 Implicación del sector privado a través de la motivación a 
este.
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•	 Organización y gestión del clúster como respuesta tras el 
recorrido para que los factores se encadenen entre sí.

Pero al igual que la figura 12 se visualiza que la interacción entre 
estos tres (3) entes (universitario, empresarial y gobierno) presen-
ta una desarticulación de grandes proporciones. En gran parte la 
brecha de aplicación se encuentra sujeta a los actores que la estén 
representando a la burocracia administrativa del momento y a las 
posibles ganancias que representan.

Figura 12. Modelo de triple hélice

Fuente: Red de Vinculación de Clústeres Nuevo León, Año. 

Empresas tractoras

Denominadas como empresas que arrastran en buena manera a 
las empresas y procesos de productividad o la prestación de servicio 
de las otras en volúmenes importantes y de manera constante. Lidera 
o participa constantemente en los procesos de asociatividad o de ma-
nejo de clúster.
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 Empresa de un tamaño e importancia tal que su crecimiento ge-
nera una expansión de la actividad económica significativa en térmi-
nos de empleo e inversión, pudiendo actuar como vehículo a través 
del cual otras empresas pueden comercializar sus productos y servi-
cios como proveedores de la misma (Local Entrepreneurship Reviews, 
2004, p. 22).

Dentro de las características que presentan se encuentra la ge-
neración de empleo, el impulso de las economías regionales y la inno-
vación en los modelos de negocio. De igual manera, se puede eviden-
ciar que dentro de estos tres (3) sectores se encuentra la incorporación 
del modelo de la Triple Hélice definido por Etzkowitz y Leyersdorf. Es 
un modelo de innovación de capitalización del conocimiento en 1997, 
el cual argumenta que se debe realizar un trabajo conjunto entre aca-
demia-empresa-Estado. 

Corresponde a estamentos llamados a aportar para el beneficio 
del desarrollo local. Desde el último con el desarrollo o ejecución de 
políticas acordes a la situación de la comunidad que permitan poten-
ciar sus actividades. Así, con el aporte de la academia determinada 
por la transferencia de conocimiento que se debe llevar a cabo para 
la implementación de modelos económicos, sociales y culturales que 
permita a la sociedad sacar provecho de estos y de la empresa visto 
desde dos (2) puntos de vista. El primero como comercializador de la 
producción de las comunidades y desde el segundo plano el primer 
consumidor a partir de la producción.
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Empresas competitivas

Dentro de los determinantes para desarrollar mercados en los te-
rritorios, y colocar en práctica cada uno de los factores descritos con 
anterioridad, se encuentran aspectos  como la competitividad dentro 
del sector y las empresas que lo conforman. Esta teoría naciente es ex-
plorada por Michael Porter (1990) en su libro La ventaja competitiva de 
las naciones. En él describe cuatro (4) factores relacionados unos entre 
otros, visualizados en los actores participantes en emprendimientos 
asociativos (figura 13) que, además, permiten su desenvolvimiento; 
además, dentro del modelo del Gobierno, junto a aspectos que salen 
del manejo que les da el tiempo y espacio. Lo anterior, denominado 
por el autor como causalidades.  

Figura 13. Actores participantes en emprendimientos asociati-
vos.

Fuente: Elaboración propia.
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De acuerdo con la teoría de Porter y sus planteamientos, se re-
quiere de todo este sistema de actores para que a través del empode-
ramiento de la comunidad, y de sus integrantes, se llegue a transfor-
mar el sector agro. Teniendo en cuenta que la forma más pertinente 
y demostrada en el desarrollo de las regiones se realiza a través del 
empoderamiento de la comunidad a construir y fortalecer las alianzas 
entre productores, actores de la sociedad civil, entre otros.
 Estudios han demostrado que las mujeres cuentan con una ten-
dencia a generar proceso emprendedor a partir del impulso de la co-
munidad, convirtiéndose en un interés colectivo e impulso social. Son 
empresas que permiten pensar en el crecimiento exponencial de los 
emprendimientos y no solo en realizar o quedarse a nivel de empresas 
unipersonales a través del factor de género.

Mutualismo

La definición con la que se cuenta dentro del sector económico 
es como una metodología política cuyos ideales más altos son la liber-
tad y la reciprocidad, dado para los grupos sociales. Lo anterior genera 
un acompañamiento y trabajo coordinado y solidario para establecer 
servicios compartidos entre la comunidad que lo componen. Se ca-
racteriza por realizar procesos de comercialización buscando el equili-
brio entre el trabajo y el producto reciprocidad; asimismo, parte de su 
filosofía es que no permiten ganancias individuales. Alfredo Sigliano 
(2003) define esta como el proceso que está:
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Enmarcada dentro de la económica social y solidaria la mi-
sión de esto es el de construir y transmitir una ética de la soli-
daridad y de la cooperación, promoviendo acciones concre-
tas el establecimiento de igualdad de oportunidades para 
hacer real el principio de justicia y equidad. (p. 136)

Para llevar a cabo el proceso dentro de la comunidad se estable-
cen tener en cuenta tres (3) componentes dados y resaltados en in-
teligencia colectiva, tecnológica y de negocios (Rodríguez, 2017). Es-
tas tres (3) proporcionan al mutualismo herramientas de profundidad 
para el desarrollo de su función. Entonces, la inteligencia colectiva está 
orientada a permitir a los individuos superar sus sesgos individuales; 
por medio de la colaboración con otras personas. Además, al conocer 
su realidad y su forma de pensar o de actuar abre su mente y ampliar 
sus miras mejorando así su pensamiento crítico.

La inteligencia de los negocios o Business Intelligence (BI)  es el 
conjunto de procesos, aplicaciones y tecnologías que facilitan la ob-
tención rápida y sencilla de datos provenientes de los sistemas de 
gestión empresarial para su análisis e interpretación, de manera que 
puedan ser aprovechados para la toma de decisiones y se conviertan 
en conocimiento para los responsables del negocio. Como beneficios, 
Corponet SAP Business One Monterrey (2014) cuenta con el incremen-
to de la eficiencia pues posee los datos de manera accesible; respues-
tas rápidas a situaciones de negocio; controla el área funcional de las 
empresas y mejora el servicio para el cliente. En otras palabras, la BI es 
determinada como acceso a la información que permita realizar nego-
cios efectivos y acceder de esta manera a mercados rentables asequi-
bles y crecientes.
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Figura 14.  Inteligencias del mutualismo

Fuente: Diego Rodríguez, 2017.

Figura 15. Principios del mutualismo

Fuente: Elaboración propia.
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Estos principios argumentan el proceso asociativo que las comu-
nidades participantes tienen en cuenta para la consecución, contando 
con características propias para el ejercicio mismo, a continuación:

•	 Prestación de servicios a través de la ayuda recíproca.
•	 Se financian con contribuciones periódicas.
•	 Opera a través de sus asociados y los asociados de otras for-

taleciendo su comercialización o producción.
•	 Capitalizan y reinvierten.

Empoderamiento

Erazo, Jiménez y López (2014) realizan un recorrido por las de-
finiciones con las que más se reconocen el concepto. Sobre el empo-
deramiento manifiestan que es una palabra en español equivalente 
al verbo empower y al sustantivo empowerment, que se utilizan como 
sinónimos de este término potenciación y poderío o, en su forma ver-
bal, empoderar, potenciar y apoderar.

El empoderamiento es un proceso que se inicia por lo individual 
y alcanza fines colectivos. No se puede generar el proceso por sí solo, 
se deben dar espacios que provean a las personas (en este caso a las 
mujeres de este potencial), a través de la educación. Parte del proceso 
argumentando a través del Objetivo de Desarrollo Sostenible (ODS) 
número cinco (5): igualdad de género, lograr la igualdad entre los gé-
neros y empoderar a todas las mujeres y las niñas (ONU, 2015).

Dicho término es reconocido por ser empleado dentro de las 
teorías de género y por cooperación al desarrollo. Dentro de las defini-
ciones encontradas y relevantes para el presente proyecto se encuen-
tra:
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Proceso en el cual las personas, fortalecen sus capacidades, 
confianza, visión, en cuanto hacen parte de un grupo social 
para impulsar cambios positivos, que permite a estos grupos 
gestar autonomía en la toma de decisiones para sus propias 
vidas y ejercer control sobre sus vidas. (Galván Almada, 2017)

Paulo Freire en 1970 socializó en su libro Pedagogía del Opri-
mido  la importancia de establecer un proceso participativo en las 
comunidades donde se les otorgue el establecimiento de componentes 
educativos. Además, que les permita contar con una visión libre para 
llegar a la equidad social. De acuerdo con el autor, el empoderamiento 
como herramienta de desarrollo pedagógico social permite generar 
canales de comunicación efectivas-asertivas; participación de las mu-
jeres como sujeto de derechos en lo social, económico y cultural. De 
igual manera, permite acceder a recursos disponibles.

Bajo esta mirada se establece desde la educación la necesidad 
de fortalecer dichas capacidades para realizar los cambios respecti-
vos. Bajo este contexto el término es acuñado a partir de los años 80 
para el fortalecimiento de las capacidades de las mujeres para lograr la 
igualdad, aportando autoconfianza y potenciar así los cambios en los 
territorios.

Magdalena León (2001), desarrolla el concepto de empodera-
miento desde la perspectiva de género con el poder y la relación de 
la inclusión de las mujeres con este. En un mundo de toma de decisio-
nes, y juego de poder, impulsa a las mujeres a establecer su liderazgo; 
ellas deben asegurarse de fortalecer su papel ante la comunidad. El 
desarrollo de este no solo se desenvuelve desde el ámbito social eco-
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nómico, cuenta con implicaciones iniciales en el ámbito psicológico y 
emocional de las personas. Así, repercute directamente en el desarro-
llo individual y de gestión de las dimensiones de funcionamiento del 
ser.

De esta forma, el empoderamiento se ve efectuado a través de la 
identidad, concepto que se despliega por medio de los aspectos que 
pueden caracterizar a una persona o grupos determinados. Abarcaba 
diferentes prospectos a definir y asimismo a potencializar; el empode-
ramiento se evidencia como la adquisición de poder y de dominio ya 
sea individual o colectivo, según sea el contexto de la situación. Siendo 
así, el empoderamiento se vivencia en (y a través) de lo social. Manza-
no (2018) lo define como el proceso a través del cual una vez identi-
ficadas las necesidades de un sector poblacional concreto, ayudamos 
en la disminución de la vulnerabilidad a través de herramientas que 
hagan más autónoma a la persona y donde ella misma auto gestione 
sus necesidades. 

Por otra parte, este concepto se clasifica de dos (2) formas:

Empoderamiento colectivo: entendido como la capacidad que se 
ejerce en la actuación y adquisición del poder de determinado grupo, 
influyendo así sobre aspectos políticos, sociales, religiosos. Según, So-
phie y Lisette (2007) el empoderamiento colectivo es definido como 
“la capacidad que un grupo puede desarrollar para influir en los cam-
bios sociales, con el fin de alcanzar una sociedad justa e igualitaria, es-
pecialmente en materia de relaciones entre hombres y mujeres” (p. 16).

Empoderamiento individual: actúa según Manzano como “La adqui-
sición de una mayor autonomía, de la capacidad de autodetermina-
ción, de medios que permitan a todos/as gozar de una mayor elección 
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en la vida” (p. 16). En sí mismo, retomando a Manzano (2018), la única 
manera que el empoderamiento individual sobresale es a partir de que 
las personas generen un proceso de autocontrol de sus decisiones, po-
tenciando a su autoestima, generando un proceso de seguridad ante 
las situaciones que lo rodean. Por último, llevando a la persona de su 
dependencia ante las diferentes situaciones a la independencia a lle-
gar a un estado de madurez de interdependencia. 

Re-ingeniería social

Amartya Sen (premio nobel de economía de 1998) presenta una 
recopilación de ideas divididas en tres (3) campos: la teoría de la elec-
ción social, la medición de la distribución del ingreso y el desarrollo 
económico. Con esto hace una búsqueda de alternativas de solución a 
los problemas de asignación de recursos escasos, cuando el mecanis-
mo de mercado no es aplicable; también relacionado con lo anterior, 
presenta una fuerte preocupación por los problemas distributivos y el 
papel de los miembros más desprotegidos de la sociedad.

La manera de resumir su teoría es visualizar cómo resalta las vir-
tudes de los mercados. Considera que la competencia perfecta es el 
mecanismo más adecuado para asignar los recursos escasos de una 
economía; la respuesta que da es su asignación eficiente. Propone que 
si se asigna de manera eficiente, los recursos se podrían combatir la 
pobreza y la desigualdad en muchos países, identificando de manera 
precisa afirmaciones que ayudarían a cumplir con esa meta.

Aquí es donde propone que si se quiere llegar a este punto debe 
haber una concesión entre todas las pares involucradas y llegar a un 
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consenso de toma de decisión, teniendo en cuenta que siempre ha-
brán intereses de por medio, por lo cual propone la teoría de elección 
social, donde aplica diferentes medios para llegar a un acuerdo. La mo-
tivación de la teoría son las decisiones colectivas que se realizan en 
toda sociedad, donde se deben reflejar o agregar de manera adecuada 
las diferentes opiniones o preferencias de los individuos que compo-
nen la sociedad. Seguido de esto hace una medición de cómo se debe 
distribuir el ingreso o lo que se esté planeando realizar, como se dijo 
antes, siempre habrá un interés de por medio.    

En la obra de Sen se encuentra un interés general por los temas 
relacionados con la distribución, y una particular preocupación por 
los miembros menos favorecidos de la sociedad, sea ellos por géne-
ro femenino o por no contar con la capacidad en conocimiento por 
dificultades en educación. Seguido, se busca el desarrollo económico 
de todos los involucrados. Para esto se miden varios factores como la 
pobreza o la desigualdad. 

Para Amartya Sen las mujeres ya no son las receptoras indiferentes, 
sino las principales actoras del cambio. Son las primeras en generar 
dinámicas para la transformación social, cuya pretensión es cambiar 
de forma propositiva (González, 2012).
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Antecedentes

En este apartado se describen investigaciones relacionadas con el fac-
tor psicosocial y el emprendimiento regional que proporcionan una 
mirada próxima a lo que viene llevando a cabo. El rango de escogencia 
fue de los años 2010 hasta 2018; ocho (8) periodo en el cual  se en-
cuentran los principales referentes de estudio identificado.

Rodríguez, Ripoll y Estrada (2010) desarrollan un artículo denomi-
nado “Intervención psicosocial con fines de reparación con víctimas y 
sus familias afectadas por el conflicto armado interno en Colombia”. En 
su investigación, los autores utilizaron la valoración participativa de 
los modelos y rutas de atención dispuestas por instituciones del Esta-
do y organizaciones no gubernamentales para la atención de las vícti-
mas del conflicto armado. En este sentido, se establecieron frentes de 
atención regional donde entrevistaron y establecieron grupos focales, 
operadores y responsables del proceso  de atención a las víctimas. La 
finalidad de los procesos fue establecer la mejor ruta de atención los 
aspectos relevantes para esta y los posibles impactos sobre la atención 
para realizar de manera pertinente.

La metodología utilizada se enmarcó en la escucha activa, sien-
do una investigación cualitativa de interpretación deductiva, con reu-
niones de trabajo conjunto desde los diferentes sectores, encontrando 
como parte del resultado del proceso cuatro (4) ejes a tener en cuenta 
en el trabajo denominado psicosocial. Estos son el marco político, el ju-
rídico, el socio-comunitario y el psicológico de atención y reparación. 
El segundo aspecto, el marco de intervención que se realiza ante la 
comunidad. Como particularidad se incorpora un tercer aspecto, un 
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componente transversal denominado por los autores como de tempo-
ralidad. En este caso el sufrimiento y el manejo de los temores se disi-
pan y reaccionan en las víctimas y sus familias a través de la reparación. 

  Dentro de estos ejes se establece un marco de trabajo de aclara-
ción de términos y de información. Allí se encuentra, por ejemplo, que 
el manejo de la psiquis no solo es dado por el tratamiento psicológico, 
sino que viene determinado por un trabajo interdisciplinario que rees-
tablece su situación social y comunitaria. De igual manera, se visualiza 
cómo la intervención se hace diferencial en el marco de mujeres y de 
niños que, al contrario del personal masculino, cuenta con otro tipo de 
impactos sociales y jurídicos. 

Como conclusión de la investigación se determina, por un lado, 
establecer el punto de inicio para las intervenciones a realizar. Por otro 
lado, decidir establecer el no “terapeutizar” al proceso; la vinculación 
del aspecto socioemocional a la jurisprudencia puede traer consigo 
grandes dificultades en la atención. En el ámbito psicosocial se hace 
preciso resaltar:

No nos parecieron suficientes la intervención psicológica 
clásica centrada en psiquismos íntimos ni las formas de con-
tención del sufrimiento. Es necesario transformar las cons-
trucciones de realidad local y familiar, así como las de sub-
jetivación individual. Todo ello hace parte de la lectura para 
la intermediación que hace inteligible ante estamentos de 
lenguajes jurídicos el reconocimiento de las afectaciones 
psicosociales, y con ello, los acuerdos de reparación. (Estra-
da, Ripoll y Rodríguez, 2010, p.15)
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Para fines de la investigación, el reconocimiento de las afecta-
ciones psicosociales (por tanto, lo relacionado con la reparación) da 
sentido a la construcción o definición de un modelo que permite esta-
blecer las necesidades de un trabajo desde las diferentes miradas en 
el sector rural agrícola. Ahora bien, Juan David Gómez (2013) plantea 
en su artículo en relación con la atención psicosocial con víctimas de 
violencia política recogiendo su voz. Como relata el autor, para propo-
ner acciones integrales y sistémicas (de recuperación de la dignidad y 
transformación subjetiva desde la participación) es elemental apartar-
se de modelos individualistas, patologizantes, verticales, tecnócratas y 
burocráticos de la acción. Para ello utiliza la autobiografía, en especial, 
relatos de vida. Como resultados resalta la atención psicológica, apo-
yando los procesos de legalidad y restitución de derechos. Lo anterior 
no se asume dentro de los mecanismos de atención. Expone que en 
algunos casos la psicología genera más victimización en el momento 
de ser asumida como proceso único y específico. Entonces, es necesa-
ria una transformación de la psicología y el trabajo interdisciplinario.

Por otro lado, Zaida Rubiela Alfonso (2017) desarrolló una pro-
puesta para la implementación del programa de atención psicosocial 
y salud integral a víctimas en el Sur de Bolívar. En dicha investigación 
se establece como eje principal el diseño de una propuesta para brin-
dar atención psicosocial y salud integral a través de la implementa-
ción del PAPSIVI. En sí, orientado a la implementación de este sistema 
para la atención de la salud mental, física y psicosocial, siendo una in-
vestigación de corte cualitativa a través de un caso de estudio donde 
realizaron un mapa de ruta y análisis de contenidos según entrevistas 
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realizadas. Como resultado, evidenció la identificación de los actores 
responsables para la atención del modelo. Por el otro lado, el recono-
cimiento de los servicios ofrecidos a nivel de salud física y mental, ele-
mentales para desarrollar en el modelo.

Por su parte, Cardazo y Gómez (2017) desarrollaron una propues-
ta orientada a generar una propuesta emprendedora para víctimas del 
conflicto armado en el municipio de Chía, Cundinamarca; la preten-
sión a vincular a estas personas tras la aplicación de las políticas dele-
gadas por el gobierno, integrando al Estado en el apoyo a la gestión 
como forma de restitución. El objetivo principal de dicha investigación 
fue diseñar un modelo o ecosistema empresarial de emprendimiento 
que ofrezca a la población afectada del conflicto (en el municipio de 
Chía) las condiciones apropiadas para un desarrollo empresarial en el 
posconflicto. La metodología empleada fue descriptiva-cualitativa, de 
recolección de información tras la revisión de bases bibliográficas de 
procesos de ecosistemas emprendedores.

Como resultado en el proceso se observa el análisis de las teo-
rías del emprendimiento asociadas a las cátedras recibidas por las es-
tudiantes y se fundamentan en la generación de pilares de atención 
para la consecución del ecosistema. Estos son:  

•	 Rehabilitación (psicológica social y física). 
•	 Regulación económica a partir de la oferta del Estado. 
•	 Poder adquisitivo, diversidad en género. 
•	 Cultura desde las costumbres regionales y desde el reconoci-

miento del emprendimiento como opción de vida. 
•	 Liderazgo como competencia blanda en el proceso. 
•	 Talento y mercado.
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El resultado obtenido de la investigación radica en el manejo 
de cada uno de estos pilares. Para poder desarrollar la propuesta del 
ecosistema, ninguno de ellos ocupa un lugar preferencial, en cambio 
aportan de la misma manera a la construcción a partir de una visión 
de la generación de una propuesta integral. Por otro lado, Mazzoldi 
y Cuesta, (2018) plantearon en su artículo la necesidad de resaltar la 
labor de trabajo de género para las víctimas de conflicto armado en 
Colombia; asimismo, dejar este como enfoque dentro de la política de 
atención psicosocial. 

Mazzoldi y Cuesta resaltan la importancia de las prioridades y 
particularidades a las que se enfrentan las mujeres víctimas del des-
plazamiento dentro de sus regiones. Con una metodología de obser-
vación directa a través de entrevistas determinaron que las mujeres 
cuentan con un sentido de pertenencia a su lugar de origen que en-
marca la necesidad de apoyo a estas. Como resultado de la investiga-
ción realizada, las autoras manifiestan:

Ellas no retornan si el Estado les ayuda con el mercado, o si 
les da pintura para pintar la casa porque se ve muy fea, ellas 
retornan por el sentido del territorio que tienen, ellas insis-
ten en que entre todas pueden crear las condiciones dignas 
para conservar su permanencia allí. (Mazzoldi, Cuesta, 2018, 
p. 15)

Según las autoras “los principios internacionales dan tres condi-
ciones para que se dé el retorno a los territorios por parte de las mu-
jeres: una es seguridad, la otra voluntariedad y la tercera es dignidad” 
(Mazzoldi y Cuesta 2018, p. 16). Son aspectos indispensables en la ge-
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neración de la presente propuesta que permita concebir como lo lla-
ma la Unidad de Victimas: una restitución transformadora. Estas tres 
(3) condiciones exponen la necesidad de fortalecer el proceso. El retor-
no al territorio por parte de las mujeres representa una oportunidad 
de un nuevo arraigo y desarrollo social. Les proporciona un valor en sí 
y las empodera de su propio progreso.

Marco Normativo

•	 Ley 1448 de 2011 “Por la cual se dictan medidas de atención, 
asistencia y reparación integral a las Víctimas del conflicto arma-
do interno y se dictan otras disposiciones”. 

•	 CONPES 3850 denominado “Fondo Colombia en Paz” el cual da 
el marco legal y lineamientos para la creación y puesta en mar-
cha del Fondo Colombia en Paz, instrumento para contribuir a 
materializar los dividendos económicos, sociales y ambientales 
de la paz, asociados a las intervenciones en materia de desarrollo 
rural sostenible, conservación de la biodiversidad y lucha contra 
el cambio climático en un marco de fortalecimiento del Estado 
de derecho en el posconflicto. 

•	 AUTO 092 de 2008 tiene como propósito la protección de los 
derechos fundamentales de las mujeres desplazadas por el con-
flicto armado en el país; así como la prevención del impacto de 
género desproporcionado del conflicto armado y del desplaza-
miento forzado, según cuatro medidas:

1. Ordena al gobierno a establecer 13 programas para colmar 
los vacíos existentes en la política pública para la atención 
del desplazamiento forzado desde la perspectiva de las 
mujeres.
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2. Presunciones constitucionales de amparo por vulnerabi-
lidad, prórroga automática de la ayuda humanitaria de 
emergencia

3. Órdenes individuales de protección concreta.
4. Comunicación al Fiscal General de la Nación de los crimi-

nes sexuales y políticos a los que se ven sometidas las mu-
jeres.

•	 CONPES 3784 Mujeres Víctimas del Conflicto Armado: linea-
mientos de Política Pública para la Prevención de Riesgos, la Pro-
tección y Garantía de los Derechos de las Mujeres Víctimas del 
Conflicto Armado. Su objetivo es contribuir a la garantía, protec-
ción y el ejercicio pleno de los derechos a la atención, asistencia 
y reparación integral de las mujeres víctimas.

•	 Plan Nacional de Desarrollo 2014–2018: “Todos por un nue-
vo país” justicia transicional y goce efectivo de derechos de las 
víctimas del conflicto armado interno. Establece compromisos 
en torno de la creación, de condiciones para los retornos y reu-
bicaciones urbanas y rurales de las víctimas de desplazamiento 
(Departamento Nacional de Planeación, 2015). 

Allí se establecen como acciones estratégicas las siguientes: 
acompañamientos e intervenciones a los hogares y comunidades que 
se reubican o retornan en territorios determinados Así, garantizando 
derechos como salud, educación, atención psicosocial, vivienda digna 
y generación de ingresos.
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•	 Por último, los contenidos en la Ley 160 de 1994, por la cual 
se crea el Sistema Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Ru-
ral Campesino, Ley 101 de 1993, entre otras leyes. Decreto 1071 
de 2015 Reglamentario del Sector Administrativo Agropecuario, 
Pesquero y de Desarrollo Rural.
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Capítulo 3 

Marco empírico

Diseño metodológico

El proceso investigativo fue de orden no experimental, permitiendo 
recolectar la información en un momento determinado de la pobla-
ción objeto victimas de desplazamiento forzoso, las mujeres cabeza 
de familia. En este sentido, identifica el estado actual desde diferentes 
miradas, desde los estamentos del gobierno dados bajo los informes 
con los que cuentan dentro de sus bases de datos que describen la 
situación actual y sus dinámicas.

Desarrolló la recolección y descripción del fenómeno; recoge la in-
formación desde la naturaleza de conceptos elaborados por autores, 
así como las estadísticas presentadas en el medio. Además, la inter-
pretación de significados que está siendo llevado en la literatura. Por 
último, los estudios descriptivos de orden observacional (que no in-
terviene ni modifica la realidad) de la situación actual, en este caso el 
estado de la comunidad objeto de proponer soluciones integradoras 
al fenómeno social.

Variables

Atención psicosocial, tipo de modelos para personas víctimas 
del conflicto: variables dependientes

•	 Tipo de atención psicosocial.



69

Mujeres, asociatividad y emprendimiento

•	 Atención y direccionamiento de las mujeres y sus familias ha-
cia los diferentes aspectos a atender: salud, educación, capa-
citación y jurisprudencia.

•	 Costos del ejercicio de atención en sus diferentes aspectos.
•	 Mujeres madres cabeza, se encuentran dentro de las caracte-

rísticas de mujeres de situación de desplazamiento.
•	 Número de mujeres víctimas del conflicto con retorno al te-

rritorio.

Variables independientes asociadas a la incentivación de la 
agricultura

•	 Tipo de productos provenientes del agro.
•	 Cantidad de cultivos por área del municipio.
•	 Costos de operación para la producción y comercialización.

Variables independientes asociadas a los emprendimientos 
asociativos dinámicos

•	 Diagnóstico de emprendimientos asociados a la agricultura.
•	 Cantidad de mujeres en procesos de producción agrícola.
•	 Socios estratégicos empresariales que permitan realizar la 

comercialización.

Con estas matrices se recoge información relevante, por un lado, 
para el reconocimiento de las habilidades de la comunidad de su po-
der en conocimiento. El fin es determinar cuáles son las capacidades 
que requieren para potenciar el desarrollo social familiar emocional y 
educativo.
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La matriz de identificación de modelos psicosociales permitirá es-
tablecer los factores positivos a las capacidades de los territorios que 
han contado con el desplazamiento forzoso. De igual manera, se visua-
lizan los diferentes aspectos a aplicar siendo necesario establecer los 
potenciales y debilidades de la zona rural en la cual se encuentran, su 
estado socio-emocional y el contexto socioeconómico.

Instrumentos de recolección de la información

•	 Matriz de identificación estadística, población víctima del 
conflicto en proceso de reincorporación a las tierras.

Consiste en la identificación de la población de mujeres en situa-
ción de reincorporación al territorio; así como el diagnóstico de capa-
cidades y conocimientos con los que cuentan. El objetivo es establecer 
sus potenciales y debilidades en la zona rural en la cual se encuentran.

•	 Matriz de comparación de modelos psicosociales.

Diseñada para establecer los modelos utilizados en la atención 
de víctimas de conflicto de los países que han pasado por la experien-
cia; demuestra las fortalezas y debilidades de cada uno de los modelos.

•	 Matriz de recolección de información de productividad (Ane-
xo 2): es una herramienta diseñada para la caracterización de 
la productividad.
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Método de investigación

El método empleado en el estudio fue deductivo-descriptivo con 
una recolección de datos a partir de fuentes secundarias expuestas en 
diferentes bases de datos del Gobierno Nacional y estudios realizados. 
La información es analizada con un enfoque mixto para generar una 
propuesta que otorgue una solución a partir del diagnóstico que per-
mita alcanzar un desarrollo regional que genere en las mujeres una 
oportunidad de desarrollo.

Por consiguiente, la investigación permite la creación, diseño y 
elaboración de un modelo, basado en un proceso sistemático de bús-
queda e indagación con la descripción, el análisis, la comparación, la 
explicación y la predicción del modelo.

Muestreo

Dentro de la población a tratar, siendo mujeres cabeza de familia 
del municipio de Cunday, Tolima, con diferentes características, se hace 
necesario obtener una muestra que las represente a todas ellas. Por tal 
razón, se realiza un muestreo no probabilístico por cuanto este permite 
recolectar información de la población objeto. A partir de ellas, se re-
coge una detrás de otra denominada “Bola de nieve” (técnica de mues-
treo no probabilístico utilizada por los investigadores) para identificar a 
los sujetos potenciales en estudios; en donde las mujeres son difíciles de 
encontrar, donde se tiene en cuenta el género y grado de escolaridad.
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Capítulo 4 
Estado socioeconómico de las mujeres de la 
zona de Cunday, Tolima tras el posconflicto

El departamento del Tolima posee una característica geográfica excep-
cional del territorio colombiano, por cuanto es un corredor estratégico 
para el transporte de insumos agrícolas e industriales del país. Por esta 
razón, y por su estructura territorial, se convirtió durante años en un 
territorio preferido por los grupos alzados en armas. Bajo esta mirada, 
se observaron diferentes fenómenos asociados al mismo territorio que 
se describen a continuación desde diversas miradas como la situación 
en el desplazamiento femenino, la educación y el desarrollo agrícola.

Situación ante el desplazamiento

Donny Meertens (2017), en su publicación La dimensión de género en 
el desplazamiento manifiesta la situación de la mujer como cabeza de 
hogar. En su situación de desplazamiento parece haber generado au-
mento significativo en lo que la autora denomina “jefatura femenina 
de hogar” pues el mismo conflicto forjó esta situación, sea por muerte 
de la pareja o por rupturas familiares. 

Meertens, también  manifiesta que en Colombia se registra dicha 
jefatura femenina a causa del desplazamiento en un 49%, cifra alta en 
comparación del 39% de la población general nacional. Allí es jefa de 
hogar, quien no ha participado del fenómeno de desplazamiento. Es-
tos datos en su momento fueron suministrados por la Agencia Presi-
dencial de Acción Social y Cooperación Internacional (2010) y las esta-
dísticas desplazados (APC, 2018).
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En estadísticas más recientes, la Unidad Nacional de Víctimas en 
su página oficial (con datos tomados en 2018) expresa que en la ac-
tualidad se presentan más de 200 mil víctimas del conflicto armado 
en la zona del Tolima y 175 mil son sujeto de atención y/o reparación. 
Dichas cifras que, en contraste con la Defensoría del Pueblo (2015), son 
más de 256.200 personas las que han venido presentando este des-
plazamiento en la misma zona. Estos datos fueron generados tres (3) 
años antes a lo presentado por la Unidad de Víctimas; el 44.1% de las 
familias desplazadas son mujeres como jefas de hogar como lo afirma 
Meertens (2017), en su investigación “Desplazamiento forzado y géne-
ro: trayectorias y estrategias de reconstrucción vital”.

 Educación

En el año 2016 el Ministerio de Educación Nacional emitió en au-
diencia pública del Senado información sobre el acceso a la educación 
y formación en los territorios denominándola deficiente y de no garan-
tía de oferta para su ingreso por parte del Estado.  De acuerdo con esta 
entidad y su intervención, el 62% de los jóvenes de las zonas rurales no 
se matriculan en la educación media.

 De igual manera, según los datos, el 1% de las matrículas univer-
sitarias registradas en 2016 provienen del sector rural. Bajo esta mira-
da, en ese año se contaba con que el posconflicto refería oportunida-
des de desarrollo en educación. En ese momento la cantidad de niños 
atendidos por educador estaba sobredimensionado, siendo de 40 a 50 
niños por docente en entidades de educación pública tanto en lo rural 
como en lo urbano; en comparación con el sistema internacional es 
de 16 a 18 niños por docente. Esto demuestra la necesidad imperante 
de establecer estrategias para el aumento en la calidad de atención en 
educación en vida rural.
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En el departamento del Tolima, las matrículas entregadas por 
parte de la Secretaria de Educación en todos los niveles en el departa-
mento durante el periodo de 2014 al 2017 (Tabla 4); revela que el 76% 
de los municipios presentan variaciones negativas en el comporta-
miento de la matricula entre 2016-2017. Para el municipio de Cunday, 
Tolima, la población general es susceptible a participar en educación, 
demostrando que la variación de la matrícula es de -1.17%, en dismi-
nución durante este periodo (Tolima, 2017).

Tabla 4. Variación en matricula educación

Municipio 2014 personas 
matriculadas 
en todos los 
niveles 

2015 personas 
matriculadas 
en todos los 
niveles

2016 personas 
matriculadas 
en todos los 
niveles

2017 personas 
matriculadas 
en todos los 
niveles

Cunday 2,072  2,083 2,052 2,028

Fuente: Elaboración propia.

Dentro de este mismo informe y estadísticas entregado por la Secreta-
ria de Educación del Tolima se encuentra que la cobertura de atención 
en educación del departamento en básica, secundaria y media creció 
1.84 y 0.6 puntos correspondiente a los años 2016-2017. Demuestra 
que el cuidado en educación en este nivel ha venido en un aumento.
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Tras la ampliación de cobertura que se viene demostrando con 
las estadísticas, la incorporación de la comunidad a los territorios de 
donde alguna vez fueron expulsados, se demuestra un aspecto posi-
tivo. Sin embargo, a la hora de buscar estadísticas que mencionen la 
educación no solo formal, sino la informal, dentro de los territorios se 
denota con gran dificultad la información.

En este sentido, no solo se trata de educación formal, la educa-
ción para el trabajo y desarrollo humano dentro del departamento se 
visiona desde nuevas perspectivas, según las necesidades que se en-
cuentran dentro de la población. En el año 2017 la exministra de edu-
cación Yaneth Giha junto al secretario de educación del Tolima expu-
sieron como parte de la estrategia de implementación de educación 
no formal en el departamento. Su objetivo es “implementar procesos 
de educación no formal para comunidades rurales, mujeres y excom-
batientes, y poner en marcha un programa orientado a la preparación 
de los jóvenes de grados 10º y 11º para la vida universitaria” (Ministerio 
de Educación, 2017). Sin embargo, dicha estrategia se implementará 
de manera inicial en las poblaciones Chaparral, Planadas, Río Blanco y 
Ataco, dejando de lado otras poblaciones que presentan estas necesi-
dades. 

Por consiguiente, la Organización para la Cooperación y el De-
sarrollo Económicos (OCDE) en el informe denominado “La educación 
en Colombia Revisión de Políticas Nacionales” (2016) cuenta con es-
tadísticas que van en aumento en referencia a la atención tanto en 
educación básica del 50% al 70%, como en educación media, y con 
aumento significativo en educación superior. De acuerdo con el Plan 
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de Desarrollo Rural de Educación Superior, el fortalecimiento de capa-
cidades para el desarrollo territorial determina en referencia a esta, en 
el territorio rural, tres (3) aspectos a saber:

La cobertura de educación superior rural en zonas rurales 
tiene tres factores críticos: (1) Baja cobertura en educación 
media, lo que lleva a contar con una baja tasa de acceso en 
educación superior; (2) Insuficiente desarrollo de infraestruc-
tura que responda a condiciones mínimas necesarias para 
ofrecer el servicio de educación superior; y (3) Bajas opor-
tunidades para el desarrollo de una inserción económica y 
social para la población en los diferentes contextos territo-
riales. (Ministerio de Educación, 2018, p. 11)

Análisis de la información obtenida mediante la metodología 
a implementar en la población objeto de estudio

Los tres (3) puntos destacados, definitivamente, no distan de los 
aspectos dados desde otros actores; denotan que las capacidades que 
se deben desarrollar a estas comunidades, las grandes brechas exis-
tentes, las diferencias culturales de las poblaciones y las necesidades 
específicas de educación de la región; son la primera puesta que se 
debe tener en cuenta para la incorporación de la comunidad existente 
en el territorio. Con el objetivo de desplegar la agricultura y asimismo 
disminuir la pobreza es la principal gestión, teniendo en cuenta los as-
pectos que se suman a la tarea como lo son la prevención del trabajo 
infantil en el campo, el embarazo adolescente y la reincorporación a 
las armas.
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Dentro de las estrategias desarrolladas para el cumplimiento 
de los objetivos con los que cuenta el Gobierno Nacional, van desde 
educación para el trabajo y desarrollo humano, así como alianzas con 
Instituciones de Educación Superior (IES). Esto, para el ofrecimiento e 
incentivación a la educación a nivel del Tolima, según las fuentes del 
Gobierno Nacional en el sistema nacional, como se visualiza en el siste-
ma de consulta (Figura 16) cuentan con ningún ofrecimiento de orden 
de educación no formal.

Figura 16. Sistema de búsqueda de educación no formal

Fuente: Ministerio de Educación Nacional, 2018.
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El Gobierno Nacional generó Alianzas Rurales de Educación y De-
sarrollo (ARED) las cuales cuentan con un objetivo claro: llevar educa-
ción a los municipios priorizados por el gobierno, que permitan llevar 
a futuro en las regiones un relacionamiento con el sector productivo. 
Asimismo, cooperación internacional que incida con impacto directo 
entre las comunidades (Ministerio de Educación, 2018).

Por consiguiente, se aborda de manera permanente el acompa-
ñamiento y control de cada una de las fases del proyecto. Para lograr 
dicho acompañamiento es preciso que las empresas circunscritas a la 
propuesta (como los entes territoriales, las mujeres cabeza de familia, 
y la comunidad) participen de la estructura de la ejecución a través 
de asumir la responsabilidad en el mantenimiento o gestión de las in-
fraestructuras. En la parte inicial del proyecto se realizaron reuniones 
periódicas por grupos relacionales; primero de manera de grupos em-
presas, Estado y comunidad, para la generación de las responsabilida-
des tiempos y entregables.

El paso siguiente fueron reuniones intergrupales estableciendo las 
relaciones y generando el aseguramiento de que el proyecto cuente 
con los apoyos necesarios:

•	 Recursos humanos.
•	 Capacidad técnica.
•	 Capacidad de atención.
•	 Procesos de financiación (inversión, salarios).
•	 Capacidad de atención en educación y capacitación.
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Es necesario contar con la continuidad en el tiempo a través del 
aseguramiento de la funcionalidad del clúster siendo el mayor garante 
para dicha sustentabilidad. Por otro lado, los costos directos se cons-
tituyen por aquellos desembolsos directamente vinculados a la pro-
ducción de las salidas (bienes o servicios) y están integrados por los 
siguientes elementos: 

•	 Materias primas y materiales directas: aquellos recursos ma-
teriales incorporados en la producción de un bien o servicio, in-
cluyendo fletes de compra y costos de almacenamiento.

•	 Mano de obra directa: siendo la fuerza de trabajo empleada 
para producir el servicio final. 

Así, para el proyecto fueron requeridos:

•	 Gastos indirectos: local de centro de atención, electricidad. 
•	 Gastos de administración: materiales de oficina, seguros, co-

municaciones costos por los estudios a realizar. 
•	 Gastos de comercialización: generación de alianzas a desarro-

llar.
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Conclusiones y recomendaciones

Los programas de atención psicosocial no se pueden limitar a la 
atención primaria de las víctimas del conflicto. No es un proceso dado 
por un hecho, sino que lleva consigo una atención de continuidad en 
el tiempo, con efectos en diferentes dimensiones. El proceso de repa-
ración integral va más allá de la sumatoria de acciones aisladas desde 
diferentes entes de orden público o privado. 

La productividad y competitividad son las únicas garantes de 
los elementos de desarrollo en el sector agro. En este caso, son las he-
rramientas que les permiten a las mujeres generar procesos que ga-
ranticen en el territorio estabilidad económica, reactivación de la vida 
cotidiana, haciendo valer sus conocimientos en el sector. La atención 
psicosocial no puede realizarse de manera individual, por cuanto es 
precisamente en la asociatividad y trabajo en red donde se logra de 
manera objetiva la reparación integral.

La integración local dentro de las comunidades de reubicación 
tras el posconflicto juega un papel importante. Allí es donde radica 
el sentido de pertenencia dentro de sus acciones de sentido de vida. 
Proporcionar garantía de calidad de vida a través del agro es la meta 
para la no repetición de los hechos victimizantes. No obstante, los es-
fuerzos por mejorar la productividad y competitividad en poblaciones 
en condición de vulnerabilidad socioeconómica; en su gran mayoría, 
no han sido efectivos y los que han tenido éxito no son escalables. Por 
ello, la dificultad radica en la asociatividad desde el sector empresarial 
y el acompañamiento tras la primera atención.
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La “formalización laboral rural” solo es posible mediante la pro-
ductividad y la competitividad en las regiones, donde la vinculación 
de las victimas proporciona la fortaleza para la generación de clúste-
res asociativos en economías dinámicas emergentes, proporcionando 
modelos repetibles y funcionales. Por lo anterior, entra la “asociativi-
dad solidaria” a jugar un papel importante tanto para la efectividad 
como para la escalabilidad.

Existen unas necesidades sobre diagnosticadas en las comuni-
dades vulnerables. Sin embargo, los recursos financieros para dar con-
tinuidad y sostenibilidad a las soluciones  desarroladas no se visualizan 
en la actualidad con el Gobierno. Además, en los territorios donde hay 
el dinero no existen programas enfocados al mejoramiento de vida.

Un “modelo psicosocial de atención a mujeres víctimas cabeza 
de hogar” puede ser eficiente en un primer impacto. No obstante, si 
este no es continuo y sostenible pierde su razón de ser. Entonces, al 
crear modelos escalables permiten un desarrollo cíclico integral. Los 
clústeres se constituyen en alternativa para alcanzar mayores niveles 
de crecimiento económico para el país y sus regiones.

Para la realización y puesta en marcha del presente documen-
to se debe considerar la capacitación y acompañamiento de los entes 
involucrados, sean estos del Estado, personas naturales u organiza-
ciones. De igual manera, dentro de los procesos se deben realizar ca-
pacitaciones donde el concepto de asociatividad mutual genere una 
aprehensión del concepto. Además, se lleve a la práctica a través de 
la generación de tres (3) inteligencias, a saber: inteligencia colectiva, 
inteligencia de negocios e inteligencia tecnológica.
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Desde la perspectiva psicosocial es necesario realizar un acom-
pañamiento posterior a las medidas de restitución y de reparación. Los 
acompañamientos se dan más allá de un trabajo desde la psicología o 
desde la atención de servicios de salud. Por su parte, la rehabilitación 
no solo es un aspecto enmarcado desde lo físico; en las poblaciones 
se requiere una rehabilitación estructural económica y financiera para 
la reactivación del agro. Allí es donde se pueden encontrar las oportu-
nidades de surgimiento y sustentabilidad de empleo y trabajo digno.

Entonces, es elemental establecer créditos de inversión al agro 
dentro de la población, no porque no existan, los campesinos y las mu-
jeres víctimas sino porque estos no cuentan con garantía de respaldo 
financiero haciendo casi imposible su capital semilla para la produc-
ción. La creación de redes de trabajo especializadas en el sector agro, a 
partir de la asociatividad, se convierte en un factor diferencial en refe-
rencia a la competitividad y productividad pues en la actualidad no se 
están generando ofertas diferenciadas.

El Estado debe asegurar el empoderamiento colectivo con estra-
tegias concisas para efectos pertinentes dentro del desarrollo agrícola 
del país. Las estrategias van más allá de la palabra o el discurso con 
herramientas acertadas y con un recurso humano especializado que 
acompañen a las comunidades. Es primordial la vinculación de los di-
ferentes participantes, sobre todo los que actúan como entes “apalan-
cadores” o potenciadores del proceso.
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El presente cuestionario se presenta con el fin de identificar las necesi-
dades de su producto agrícola para el fortalecimiento o potenciación, 
responda las preguntas con la mayor sinceridad.
INFORMACIÓN DE CONTACTO 
Nombre y Ape-
llido 

 

Edad   Teléfono  

Correo  Población/Mu-
nicipio 

 

Cuenta  con 
razón social 

No

 

Si su respuesta es Sí, escriba el nombre y años de 
conformación 

 
Pertenece a 
alguna asocia-
ción, coopera-
tiva

No

 

Si su respuesta es Sí, escriba el nombre de esta y 
su contacto 

 

INFORMACIÓN DE PRODUCCIÓN
Describa su 
producto 

 

Sitio de pro-
ducción de su 
producto 
Cuántas per-
sonas de su 
núcleo familiar 
participan de 
esta produc-
ción 

 Cuántas personas externas par-
ticipan en producción, siembra, 
mantenimiento cosecha, o reco-
lección

 

ANEXO  1 

Anexos
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Cantidad de 
producción de 
manera bimen-
sual 

 

No

Cuenta con 
algún tipo de 
certificación 
de calidad

Si

INFORMACIÓN DE PRESENTACIÓN
A continuación, encontrará aspectos relacionados con su producto los cuales 
visualizan la posibilidad de innovación o mejora para el fortalecimiento del 
mismo, marque con una X la que crea conveniente.
Maquinaria Ma-

nejo 
 Diseño  Adquisición  

Capacitación 
en

Pro-
duc-
ción 

 legalización  Empaquetado  

Su producto 
compite en el 
mercado con

Cali-
dad

 Precio  Innovación  

Su producto 
requiere en la 
actualidad

In-
ver-
sión

 Comerciali-
zación 

 Presentación  

Nombre y 
firma 

 

La autorización suministrada en el presente documento faculta a Patricia Ro-
dríguez para que sus datos aquí recopilados sean partícipes de la Política de 
privacidad para el tratamiento de estos, incluye estadísticas para fines inves-
tigativos. El titular de los datos podrá en cualquier momento solicitar la mo-
dificación y/o actualización de los mismos, o que su información sea retirada.

ANEXO 2 

El presente formato se establece con el fin de realizar una identificación inicial de la población 
parte del proyecto 

1. Identificación general 
Nombre y apellido 
Edad Lugar de 

procedencia 
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Estado actual de relación 
(marque con una X) 

Soltera Unión Libre Casada               Viuda 

No de identificación en 
el registro único de víc-
timas 

Lugar del 
cual usted 
fue despla-
zado

Año de desplazamiento

2. Datos de familiares 
Cuántas personas tiene a su cargo (descríbalas)

 
Cuántos hijos tiene Edad del hijo 

mayor 
Edad del hijo menor 

3. Datos de conocimientos 
Cuenta usted con educación 
primaria (marque con una 
X) 

Si Hasta qué nivel de la primaria estudío No

Cuenta usted con educación 
(marque con una X) 

Si Hasta qué nivel del bachillerato cuenta No 

Cuenta usted con educación 
técnico - tecnológico 

Si Escriba el nombre del programa No

4. Datos de ubicación dentro del municipio 5. Situación salud 
Dónde vive Rural Urbano Cuenta con alguna 

dificultad en salud 
Si No 

Finca Casa Si su respuesta es sí 
descríbalo






